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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señora Representante Ivonne Passada Juan José Bentancor (ad-hoc). 
MIEMBROS: Señores Representantes Tabaré Hackenbruch y Jorge Pozzi. 


INVITADOS: Por el Patronato de Encarcelados y Liberados, doctora Luisa Dutka, Vicepresidenta y 
contadora Ivonne Campos, Tesorera. 


Por PIECNT, doctor Mario Pomatta y señor Milton Castellano. Por la Federación de 
Municipales, señores José Cardozo, Presidente; Carlos Fraga, Secretario General y señora 
Marta González, Secretaria de Finanzas. Por la Federación del PIT-CNT, señor Carlos 
Anchorena. Por ADEOM Montevideo, señores Aníbal Varela, Presidente; Fernando Baña, 
Secretario General (I) y señora María de la Fuente, Asesora. 


Por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, señor Subsecretario, doctor Jorge Bruni y 
doctor Héctor Zapirain, Asesor. Por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, doctora 
Ana María Santestevan, Subdirectora de la Oficina Nacional de Servicio Civil y señor 
Eleazar Deleón, Asesor de OPP. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bentancor).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida a una delegación del Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados, 
integrada por su Vicepresidenta, doctora Luisa Dutka, y su Tesorera, contadora Ivonne Campos. 


Hemos estado en contacto con ustedes por el proyecto de ley que se ha elaborado para atender la situación 
especial de los integrantes de este Patronato, pero nos parecía muy importante tener sus puntos de vista en lo 
posible con una intervención lo más abarcativa y breve posible porque tenemos que recibir a varias 
delegaciones en el día de hoy y, eventualmente, luego los compañeros de la Comisión les harán preguntas 
para enriquecer el material que tenemos sobre la mesa. 


SEÑORA DUTKA.- El Patronato surgió en el año 1934 y por la Ley de su creación y los decretos 
reglamentarios, sobre todo el Decreto N” 417/85, tiene como cometido fundamental la asistencia social, 
material y moral de encarcelados y liberados y de sus respectivas familias. 


Uno de los aspectos que consideramos importante y que la ley nos asigna es la adjudicación de plazas 
laborales, en la medida de lo posible, y la capacitación para el trabajo de nuestros asistidos. A esos efectos, el 
Patronato organizó, como marca el artículo 6” del Decreto Reglamentario, una bolsa de trabajo. Esa bolsa de 
trabajo está integrada por liberados con salidas transitorias, liberados condicional, anticipada o 
definitivamente, y sus familiares directos. A efectos de lograr su inserción en el mercado laboral, el Patronato 
ofrece posibilidades en el mercado común de acuerdo con las cuales el empleador es un tercero. Es decir que 
el Patronato publica avisos en la prensa ofreciendo personal capacitado en distintas áreas. Previo a ese 
ofrecimiento, cada uno de los integrantes de la bolsa de trabajo pasa por un proceso muy especial, que es un 
taller educativo laboral que está a cargo de dos asistentes sociales, dos psicólogas y representantes del área 
jurídica. 


En ese taller, destinado a personas que nunca trabajaron o que lo hicieron en la informalidad, se instruye 
sobre los elementos mínimos para acceder a un trabajo remunerado, inclusive con respecto a la forma de 
presentarse, de armar un currículum, es decir, desde el vamos, porque muchos de nuestros asistidos no tiene 
experiencia laboral previa y los que la tienen, la hicieron en la más absoluta informalidad y nosotros tratamos 
de que su inserción sea en el mercado formal. 


Entonces, a través de avisos publicados en la prensa obtenemos algunas plazas de trabajo, sobre todo para 
familiares de los internos dado que no tienen antecedentes penales y es mucho más fácil insertar a quienes no 
han pasado por los establecimientos de reclusión. Esa es una de las formas de inserción. 


Otra de las formas es a través de la Ley de Humanización, que estableció en el artículo 14 que las empresas 
que liciten con el Estado o con los Gobiernos Departamentales tienen la obligación de incluir en su plantilla 
de trabajo un 5% de personal mediante la bolsa del Patronato. Eso se instrumentó muy bien. Hemos tenido 
contacto con todos los organismos del Estado que hacen licitaciones habitualmente y se han insertado unas 
cuantas personas de esa manera en la realización de obras de distinto tipo, en la pavimentación, por ejemplo, 
y en llamados que han hecho OSE, UTE y ANCAP, entre otros. Esto es así al punto tal que antes de comenzar 
la obra se exige a las empresas que licitan un certificado estableciendo que concurrieron al Patronato y 
contrataron personal y en el caso de no necesitarlo, un certificado negativo. A veces sucede que el Patronato 
no tiene personas idóneas para la realización de esa tarea y entonces también con ese certificado se cubre esa 
situación. 


Sin embargo, lo que nos trae aquí es la tercera forma de inclusión en el mercado de trabajo y es lo que se ha 
hecho tradicionalmente, desde 1993 a la fecha: la celebración de convenios con instituciones del Estado. La 
mayor parte de los convenios se han celebrado con las Intendencias Municipales; en este caso, con la 
Intendencia de Montevideo. En realidad, mediante esos convenios la Intendencia proporciona trabajo en 
determinada área a un núcleo no mayor de diez personas, por ejemplo, para drenaje de taludes, limpieza de 
bocas de tormenta, armado y desarmado de carpas, limpieza de playas, conservación de la Peatonal Sarandí y 
otras tareas, contratando a la gente de la bolsa de trabajo. La Intendencia proporciona una suma de dinero y el 
Patronato es el encargado de efectuar los pagos y de hacer un seguimiento puntual de cada una de las 
personas que trabaja en ese convenio. 


Como el Patronato no es persona jurídica, sino que depende del Ministerio del Interior, se debió ver cómo se 
hacían los aportes correspondientes al Banco de Previsión Social, al Banco de Seguros del Estado y a la 
Dirección General Impositiva. Por eso, se creó una ficción que permitió regular ese tema mediante la 


formación de sociedades de hecho que ofrecían servicios a la Intendencia. Esto funcionó bastante bien. El 
Patronato se encargaba de hacer los descuentos a las personas que trabajaban, a los efectos de que los aportes 
se hicieran regularmente. Funcionó bastante bien durante unos cuantos años, hasta que algunos de nuestros 
asistidos hicieron reclamaciones porque la sociedad de hecho escondía un contrato laboral, una relación 
laboral. Entonces, mal aconsejados o bien aconsejados; para nosotros, mal, hicieron algunas reclamaciones. A 
raíz de ello, el Ministerio del Interior pidió la suspensión de los convenios. Para nosotros, estos convenios 
laborales son como la frutilla de la torta, porque los sueldos son realmente muy razonables y las personas que 
trabajan allí lo hacen por un período de un año, con opción a dos, con todos los derechos y con una 
reglamentación muy clara, contemplándose todas las características que debe contener un contrato de trabajo. 


Ante esa situación, recurrimos a una ONG amiga, la Iglesia Anglicana. Entonces, en el único convenio que 
tenemos funcionando ahora la Iglesia Anglicana es el empleador y el Patronato hace el seguimiento de la 
situación de la gente que participa de los programas. Este seguimiento es muy importante porque nosotros 
aseguramos que las personas concurren puntualmente, que no se drogan, que no faltan, que no toman alcohol 
y que realmente van a trabajar. En realidad, no hemos tenido mayores quejas; por el contrario, nuestros 
trabajadores son muy bienvenidos. 


Pero ante esa situación, se nos ocurrió plantear la posibilidad de que el Patronato pudiera ser empleador por 
sí. Consultamos a la Cátedra de Derecho Laboral, al doctor Sarthou; habíamos pensado en la figura de un 
pasante laboral zafral, pero no caminó. Entonces, se pensó en conceder becas de trabajo anuales. 


La Ley de Rendición de Cuentas asignó al Patronato un fondo para cubrir los aportes patronales, pero todavía 
no podemos ser empleadores. Nuestro propósito, con este proyecto de ley, es que el Patronato pueda contratar 
por sí. 


SEÑORA CAMPOS.- La doctora Dutka fue bastante explícita, pero quiero agregar algo. 


En nombre de todos los compañeros del Patronato, deseo trasmitir la confiabilidad que pueden depositar en el 
Patronato. Puedo dar cuenta de ello porque cuando uno trabaja en forma voluntaria es más libre. Yo no he 
salido del mercado laboral; estoy trabajando, lo que me da la posibilidad de mirar desde varios lugares. 


Para nosotros, los contratos son fundamentales. La imposibilidad de llevarlos a cabo, dentro del marco legal, 
ha significado un retroceso en nuestro trabajo, retroceso que de alguna forma hay que evitar. A los convenios 
no solamente hay que verlos como una plaza laboral, sino como algo inserto en el trabajo global del 
Patronato, que implica un antes, un durante y un después. Pueden tener garantías de ello y se puede constatar; 
existen fichas del seguimiento y evaluaciones, no solo de la persona que ingresa a la bolsa de trabajo no todos 
pueden ingresar, sino también de su núcleo familiar. 


Un elemento importante a señalar consiste en que, últimamente, el perfil de la gente que ingresa a la bolsa de 
trabajo es gente joven con bajo nivel cultural solo Primaria completa, generalmente con dos hijos o más, y 
hay un problema real, que creo que toda la sociedad conoce, con la gente drogodependiente. Generalmente, 
esa gente no puede ingresar a la bolsa, pero es una realidad que también debemos asumir. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Tengo una consulta con respecto al proyecto de ley. 


En el último inciso del artículo 2” se establece: “Se otorgará preferencia a beneficiarios/as que tengan 
menores a su cargo, revistan la calidad de primarios/as y no superen los 29 años de edad”. Pregunto si el 
Patronato vería mal que no se estableciera la limitante de edad, porque la reinserción laboral de aquellas 
personas de más de 29 años también es compleja. No sé si perjudicaría el espíritu del proyecto de ley que no 
se estableciera la edad o que se ampliara a más de 29 años. Consulto en ese sentido. 


SEÑORA DUTKA.- Tomamos ese límite de edad porque es lo que establece la Ley de Humanización. 
En el Decreto N” 225/06, que reglamenta la Ley de Humanización del Sistema Carcelario, se da mayor 
puntaje y prioridad a los internos en los establecimientos que tienen entre 18 y 29 años. Por eso, lo 
recogimos. Pero en el caso de que hubiera personas que no estuvieran entre esas edades y de que no 
tuviéramos gente tan joven, evidentemente no habría impedimento para que accedan a la plaza 
laboral. Simplemente, se trata de una prioridad. Permanentemente visito todos los establecimientos 


carcelarios del área metropolitana porque formo parte de la Junta Asesora y cada vez resulta más 
asombroso ver la juventud de los infractores, que oscila en el margen de 19, 20 y 21 años. Pero no hay 
inconveniente alguno en que no exista ese límite. 


SEÑORA CAMPOS.- Respondiendo a la pregunta del señor Diputado, concretamente, en el taller se 
prioriza. Priorizar no quiere decir que se trate de una limitante absoluta. En ese sentido, creo que se 
puede establecer ese tipo de lenguaje y abrirlo para el resto de las edades. Coincido con lo que se 
expresa en el sentido de que no se puede dejar a otra gente. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Entonces, no habría inconveniente en sacar del texto esa 
limitante de los veintinueve años. 


SEÑORA CAMPOS.- No; no habría inconveniente. 
SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Esa es la única pregunta que quería formular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La exposición de quienes nos visitan ha sido suficientemente clara. No sé si 
desean agregar algo más. 


SEÑORA DUTKA.- Solo nos resta agradecerles por habernos atendido. También queremos agradecer 
muy especialmente al señor Diputado Bernini, quien no está presente en este momento, porque nos ha 
ayudado muchísimo en la concreción del proyecto y en el impulso que se le ha dado, conjuntamente 
con la doctora Balbela, quien tampoco nos acompaña. 


SEÑORA CAMPOS.- Simplemente, quiero reafirmar la importancia de que se apruebe este proyecto. 
En este país, supuestamente todos estamos muy preocupados por la seguridad; seamos leales a eso. 


Gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias a ustedes por concurrir a la Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación del Patronato de Encarcelados y Liberados) 


(Ocupa la Presidencia la señora Representante Passada) 


SEÑORA PRESIDENTA (Passada).- Corresponde considerar el proyecto de ley titulado “Personas 
inscriptas en la bolsa laboral del Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados o de los Patronatos 
Departamentales.- (Se autoriza su contratación a término bajo un régimen laboral especial)”, que 
figura en el Repartido 1511, Carpeta 3107/09. 


En discusión general. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar sí se pasa a la discusión particular. 


(Se vota) 


Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión particular. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Mociono para votar en bloque los artículos 1” a 6”, excepto el 
artículo 2". 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar. 


(Se vota) 


Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 2”. 


De acuerdo con lo conversado anteriormente, el texto del artículo 2* sería el siguiente: “Solo podrán ser 
contratadas bajo este régimen las personas que estén incluidas en la Bolsa Laboral del Patronato Nacional o 
Departamental y no perciban ingresos provenientes de otra relación laboral.- Se otorgará preferencia a 
beneficiarios/as que tengan menores a su cargo y revistan la calidad de primarios/as”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2* tal como ha sido leído. 


(Se vota) 


Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Autorizamos a Secretaría a que realice estas pequeñas correcciones de forma en el proyecto. 


Corresponde designar miembro informante. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Propongo a la señora Diputada Passada como miembro 
informante. 


(Apoyados) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, quien habla será la miembro informante de este proyecto de ley. 
(Ingresa a Sala una delegación del PI-CNT, de COFE, de la Federación de Municipales y de ADEOM) 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el gusto de recibir a una delegación del PP-CNT, de 
COFE, de la Federación de Municipales y de ADEOM, integrada por el Presidente de la Federación de 
Municipales, señor José Cardozo; el Secretario General de la Federación de Municipales, señor Carlos Fraga; 
la Secretaria de Finanzas, señora Marta González; el representante en el PITCNT por la Federación, señor 
Carlos Anchorena; el doctor Mario Pomatta y el señor Milton Castellano del PII-CNT; la doctora María de la 
Fuente, asesora de ADEOM; el Presidente de ADEOM Montevideo, señor Aníbal Varela, y el Secretario 
General de ADEOM Montevideo, señor Fernando Baña. 


Estamos comenzando la discusión del proyecto de ley de negociación colectiva en el marco de las relaciones 
laborales del sector público, que ya tiene media sanción. La Comisión, en términos generales, está totalmente 
de acuerdo con que exista en el país un sistema de negociación colectiva. Nosotros estamos interesados en 
escuchar los planteamientos de los trabajadores. Sabemos que algunos de los planteos que vienen realizando, 
fundamentalmente los trabajadores que están nucleados a nivel de los Municipios, refieren a la justa 
reivindicación de estar contemplados en el proyecto de ley. Nuestra invitación en el día de hoy es para 
escucharlos y los planteamientos que realicen serán debatidos por nuestra Comisión. Nuestra intención es 
sancionar este proyecto de ley, si es posible, en el mes de abril. 


SEÑOR CASTELLANO.- Agradezco a la Comisión por recibirnos. 


Para la central sindical, el PPECNT, es una alegría que la Comisión de Legislación del Trabajo concuerde en 
la necesidad de que los trabajadores, tanto sean públicos como privados, tengan ámbitos de negociación 
colectiva. Creo que el país ha vivido un proceso a lo largo de su historia con etapas en las que primaron 
espacios de relaciones laborales con negociación colectiva, básicamente con la Ley de Consejos de Salarios 
de 1943 y en otros ámbitos a nivel de la Administración Pública. Nos parece que es muy importante que ese 
proceso de negociación colectiva que tiene la historia de Uruguay se pueda consolidar con una ley que dé 
garantías y certezas de que efectivamente todos los trabajadores tengamos el acceso y el derecho a la 
negociación colectiva. 


Creo que este hecho fortalece la democracia, fortalece las relaciones laborales, hará un país más justo, con 
mejor distribución de la riqueza y posibilitará que todos los uruguayos tengamos un acceso mayor a los 
bienes y servicios. 


Sería histórico que en corto plazo el Parlamento aprobara una de estas leyes. Para nosotros sería una alegría 
enorme que el 1* de mayo, desde la tribuna, podamos decir que Uruguay tiene una Ley de Consejos de 
Salarios, una ley de negociación colectiva. Sería muy importante, máxime teniendo en cuenta que este es un 
año especial, en el que los tiempos parlamentarios son más cortos que los normales. 


Acá venimos preocupados por la media sanción que tiene el proyecto de ley de negociación colectiva para el 
sector público porque pensamos que habría que buscar un mecanismo que contemplara a todos los 
funcionarios públicos. Más allá de algunas diferencias que puedan existir en el orden constitucional o en lo 
que tiene que ver con la Administración, funcionarios públicos son todos. Salvo los relacionados con 
aspectos de la seguridad del Estado, el resto de los funcionarios públicos deberían estar incorporados en la 
negociación colectiva. 


Como dije, nos preocupa por eso vinimos acompañados por una delegación de trabajadores municipales que 
el proyecto que tiene media sanción del Senado excluya a los trabajadores municipales. En tal sentido, el 
asesor legal de la Central va a dar algunas argumentaciones que debatimos oportunamente con nuestros 
asesores en el Ejecutivo del PIT-CNT y con los gremios municipales a fin de revertir en esta Comisión y en el 
pleno de la Cámara de Representantes el hecho de que los trabajadores municipales no tengan acceso a la 
negociación colectiva. Digo esto porque se trata de ámbitos de negociación y no de acuerdo, y ello no 
violenta la autonomía municipal. De todos modos, creemos que hay temas de fondo en cuanto a por qué 
creemos que es necesario que los trabajadores municipales tengan espacios de negociación colectiva. 


SEÑOR POMATTA.- Todos coincidimos en que esta no solo es una buena norma jurídica que regula 
las relaciones laborales en la Administración Pública, sino que, además, la OIT nos manifestó en el 
PIE-CNT que, de aprobarse una norma de este estilo, estaríamos ante una ley de avanzada y casi única 
en el mundo entero porque es difícil encontrar una ley de negociación colectiva que abarque a todos los 
funcionarios públicos en un solo sistema y que regule las condiciones de trabajo, el salario y todas las 
cuestiones conexas, en base al principio de que interactúan organizaciones de trabajadores, de 
empleadores y el propio Gobierno. 


Si bien no se quitó del proyecto original la presencia de los gobiernos departamentales y sus organizaciones, 
la formulación permite que en la práctica no haya negociación, y eso es lo que pasa hoy. Actualmente hay 
negociación colectiva aunque todavía no tenemos la ley por una práctica saludable que se impulsó 
fundamentalmente en este período de gobierno, pero ya veníamos de experiencias de negociación en varios 
sectores. En este caso, al formularse que podría aplicarse en lo pertinente, la convocatoria a la negociación 
estaría librada a la voluntad estricta de lo que denominaríamos el sector empleador, y eso la quitaría de un 
sistema que está articulado en diferentes niveles, algo que lo hace novedoso. ¿Por qué insistimos en que 
debería mantenerse la formulación original? Porque sabemos de antemano cuáles han sido los 
cuestionamientos, fundamentalmente dirigidos a poner de manifiesto que se vulneraría de alguna manera la 
autonomía de cada gobierno departamental para determinar cuestiones que están precisamente en la órbita de 
su potestad. 


Nosotros decimos que esas cuestiones de autonomía no están planteadas porque el que articula el sistema es 
el Estado, entendido como la persona pública mayor, la persona jurídica Estado que nuclea a todos y cada 
uno de los organismos que lo componen, con los gobiernos municipales incluidos. Los gobiernos municipales 
no son repúblicas autónomas, compartimentos estancos, cuya autonomía les permite hacer lo que quieren en 
cualquier tema; mucho menos en este tema que está caracterizado como un sistema que regula un derecho 
humano fundamental, la negociación colectiva. Por lo tanto, siendo así, lo que hace el Estado cuando se da 
una norma de este estilo es propiciar la sujeción a este sistema de todos los organismos, en cumplimiento de 
los mandatos que están contenidos en las normas supranacionales de la OIT que obligan al Estado. Y a la 
hora de ejemplificar el absurdo del razonamiento en contrario, los invitamos a que piensen lo que ocurre 
todos los días, lo que sucede hoy. Sería impensable que un gobierno municipal dijera: “Como yo soy 
autónomo, en mi territorio no puede entrar el Ministerio de Salud Pública rector en políticas de salud 
poblacional a combatir una epidemia, una pandemia o el mosquito del dengue. Sería absurdo pensar que el 
rector en políticas sobre infancia, niñez y adolescencia, el INAU, estuviera impedido de interactuar en un 
territorio compartimentado como gobierno departamental, para determinar políticas de carácter nacional 
vinculadas a su materia. Lo mismo vale para los Ministerios del Interior y de Defensa Nacional: que no 
pudieran articular mecanismos de defensa porque les dijeran que determinado gobierno departamental tiene 
autonomía. 


Los gobiernos departamentales son autónomos para lo que dice su Ley Orgánica y la Constitución, no para 
negociar colectivamente; para esto están sujetos a un sistema que el Estado, a su vez, está obligado a 
promover, impulsar y articular, tal como hizo el Gobierno uruguayo al impulsar el proyecto que esta Cámara 
aprobó. En ese sentido, decimos que no solo no se aplica el tema de las autonomías, sino que dejar afuera por 
ese argumento un tanto falaz a los gobiernos departamentales pondría al Estado uruguayo en condiciones de 
ser observado por la OIT, que ya lo ha observado durante décadas porque no negociaba colectivamente en el 
sector público, y dejó de hacerlo cuando el Gobierno se dio una norma inicial el Decreto N* 113 del año 2005 
donde armó cierta estructura para empezar a dar cumplimiento a los convenios que regulan el sistema, 
fundamentalmente, los números 87, 98, 151 y 154 de la Organización Internacional del Trabajo. 


Por lo tanto, y como conclusión, nosotros aspiramos a que se le devuelva al proyecto su formulación original 
y que los gobiernos departamentales queden en el mismo nivel que el resto de los organismos, sabiendo de 
antemano que no son los únicos organismos que se resisten a este sistema. La misma problemática y por los 
mismos argumentos la tenemos en la Suprema Corte de Justicia, en la Corte Electoral, en el Tribunal de 
Cuentas y en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, para los que también se argumentan cuestiones 
ligadas con las autonomías. Si abriéramos la posibilidad de que se argumentara en base a las autonomías que 
les confiere la ley para cumplir con los cometidos específicos de cada organismo, estaríamos abriendo una 
brecha insalvable en un proyecto de avanzada, como lo calificó la Organización Internacional del Trabajo. 


SEÑOR BENTANCOR.- Nosotros partimos de la base de que la versión original del proyecto reflejaba 
estrictamente lo que consideramos está de acuerdo con una normativa moderna y ajustada a la 
concepción más amplia de los derechos humanos, dentro de los cuales está el derecho del trabajador. 


Creemos que todo lo que tiene que ver con la negociación colectiva forma parte de esos derechos humanos 
fundamentales y, por lo tanto, no puede sustraerse, atendiendo la realidad de cada uno de los sectores, en 
virtud de autonomías que se respetan, pero que podrían ir en detrimento de la normativa aplicada a nivel 
general. 


Por otra parte, cabe señalar así como hemos manifestado muchísimas veces frente a otro tipo de convenios, 
fundamentalmente los de la actividad privada que lo que ha defendido la actual Administración y lo que han 
compartido los trabajadores es que lo que se trata de impulsar a través de una norma es la obligatoriedad de la 
negociación: establecer que la negociación sentarse en torno a una mesa a discutir los temas del trabajo es un 
derecho de los trabajadores y de los empresarios. No se está diciendo que hay obligación de llegar a un 
acuerdo, por lo cual allí está implícita la independencia de cada uno de los sectores. Se ha hecho referencia a 
que no solo las Intendencias municipales pueden apelar a su independencia, ya que lo hacen también la Corte 
Electoral, la suprema Corte de Justicia, etcétera. Cada Intendencia y cada uno de estos organismos, en el 
momento de llevar adelante una negociación, verá cómo aplica y aterriza en su realidad los criterios 
generales. Es obvio que no es lo mismo la Intendencia de Montevideo o la de Canelones que la de Río Negro; 
cada una tiene su idiosincrasia para resolver sus problemas y también ingresos muy distintos. Lo que se está 
buscando es que se mantenga todo lo que tiene que ver con las garantías para una negociación colectiva para 
el sector: sus características, los montos y los quántum de lo que se podrá obtener en cada lugar dependerán, 
obviamente, de las circunstancias y, por supuesto, de lo mucho que tengan que decir las autoridades 
municipales y los trabajadores que, en su momento, discutirán, analizarán y aceptarán o no las reglas de 
juego. 


Quien está proponiendo la norma es el Estado, pero no soy jurista y, por lo tanto, no sé si esta es una de esas 
leyes que son de orden público y están por encima de lo que puede ser la razonable cuota de autonomía que 
tienen las distintas reparticiones del Estado para señalar cuáles son los cotos que tienen reservados. 


En resumen, estamos de acuerdo con que esta norma tenga la generalidad que se le dio en primera instancia y 
que incluya al conjunto de los trabajadores, como ha ocurrido hasta ahora con la mayoría por no decir con 
todos y cada uno de los avances que se han logrado en materia de legislación laboral, que no han diferenciado 
a ningún grupo de trabajadores. Es más, creo que no podría ser de ese modo. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- En primer lugar, compartimos plenamente que en un sistema 
de negociación colectiva de funcionarios públicos tienen que estar presentes los Gobiernos Municipales 
y sus funcionarios. De todas maneras, igual me sigue generando dudas en lo que tiene que ver con la 
violación de la autonomía municipal y de los otros organismos. Pero la diferencia entre un estado de 


derecho y un estado que no cumple con el estado de derecho, o entre una dictadura y una democracia, 
es que quienes eventualmente se sientan perjudicados por alguna violación a la Constitución podrán 
hacer los reclamos pertinentes. ¿Qué quiero decir con esto? Que si algún Municipio u organismo 
entiende que la ley viola su autonomía, existen los mecanismos jurídicos pertinentes para plantearlo. 


Esta es una ley que viene prácticamente con la unanimidad del Senado, y creo que acá va a pasar más o 
menos lo mismo. Hay que tener en cuenta que con esa pequeña modificación va a volver al Senado. Por lo 
tanto, es importante aclarar dado que se hablaba del deseo de que se aprobara antes del 1” de mayo que los 
tiempos son muy acotados, y que debido a esa modificación el proyecto volverá al Senado y a Comisión, 
donde seguramente se dará un debate más jurídico que el de la Cámara de Diputados. 


Reitero que sigo manteniendo mis dudas sobre si lesiona o no la autonomía municipal. Es un tema muy 
jurídico y personalmente no puedo dar mi opinión. Lo que sí creo es que están dadas las condiciones para el 
caso de que mañana un organismo o una persona que entienda que está siendo perjudicada y que sus derechos 
han sido violados, pueda recurrir a la Suprema Corte de Justicia, que es quien determinará. 


SEÑOR POZZI.- En el mismo sentido que han hablado los demás Diputados, estoy de acuerdo con la 
incorporación de los municipales en este proyecto de ley de negociación colectiva de los funcionarios 
públicos. 


El señor Diputado Hackenbruch mencionaba algo que es cierto. Esto es: que si eventualmente hubiera un 
litigio de competencia en cuanto a la inconstitucional o no, la Suprema Corte de Justicia dirimirá el asunto, 
como se ha hecho con tantas otras leyes que se han votado. Hay ciudadanos o grupos de ciudadanos que han 
recurrido a la Suprema Corte de Justicia, y los casos se han ido resolviendo de una u otra forma. 


Lo que más nos motiva a acompañar esta iniciativa que tiene que ver con la inclusión de los funcionarios 
municipales en este proyecto es que las autoridades municipales tienen un contenido que, de seguirse 
ampliando, podría llegar a muchas cosas. Por ejemplo, me pregunto si la ley de 8 horas debe aplicarse en 
todos los departamentos o no. Puede pasar que alguien diga: “En mi departamento, como soy autónomo, los 
trabajadores no tienen que trabajar ocho horas, sino doce, cuatro o catorce”. Cuando uno empieza a estirar el 
tema de la autonomía se puede llegar a constituir en algo federal, en el sentido de que cualquiera tiene su 
propia legislación y hace en su departamento lo que le parece. Creo que ese no es el espíritu del país y esa no 
es la forma como está concebido. La autonomía existe para algunas cosas, que son de su competencia, pero 
no para estirarla. 


Por otra parte, lo que el proyecto dice es que se tiene que armar la mesa para negociar; nadie dice que hay 
que acordar, arreglar o que es obligatorio. No; se trata de dar a los funcionarios municipales los mismos 
derechos que se le dan al resto de los trabajadores públicos y privados del país. Después habrá arreglos o 
conflictos, como ha pasado en la historia del país. Eso dependerá de la habilidad que ambas partes tengan 
para llegar a acordar o no. El hecho de que empiece a haber negociación colectiva en los municipios, en 
donde tenga que sentarse el Intendente o su delegado con el sindicato de trabajadores municipales a discutir 
cosas como el salario, las condiciones de trabajo y otras, va a ayudar a encauzar un montón de problemas que 
hoy existen y que, por no haber ámbito de diálogo, terminan desembocando en situaciones que nadie quiere. 


Nosotros estamos de acuerdo con esta inclusión. Inclusive, cuando llegue el momento de la discusión más 
formal vamos a abundar en otras consideraciones que tienen que ver con qué está por encima de qué algo 
más jurídico, como decía el señor Diputado Hackenbruch, pero desde el punto de vista de la realidad no nos 
cabe la menor duda de que es bueno que los señores municipales tengan un marco de negociación colectiva 
donde haya que sentarse; es bueno que sean iguales al resto de los funcionarios del país. También es bueno 
para las Intendencias esa construcción de lugar donde se hablará, se discutirán problemas y se escuchará a los 
trabajadores, para llegar a determinadas conclusiones. 


Cuando llegue el momento vamos a dar nuestro voto. Habrá que apurarse para tratar de aprobarlo antes del 1* 
de mayo. En la Comisión de Legislación del Trabajo haremos lo posible, pero en los otros ámbitos no 
depende de nosotros. 


SEÑOR CARDOZO.- Creemos que hace tiempo se tendría que haber dado este ámbito. Realmente, 
pensamos que es demasiado importante que los municipales integren por primera vez un ámbito de 


negociación; hasta ahora nunca se ha dado. Ha sido una lucha con cada Gobierno departamental. 
Como decían mis compañeros, se trata de Intendencias con autonomía propia, en las que muchas veces 
los Intendentes avasallan los derechos de los trabajadores municipales. 


Con este proyecto se va a dar un ámbito de negociación en el que vamos a tener las cosas más claras y donde 
se va a poner sobre la mesa la información necesaria, para que cuando se discuta el tema salarios los 
trabajadores sepamos con qué realidad económica cuenta cada una de las Intendencias. 


El señor Pomatta puso un ejemplo que tiene que ver con si el Ministerio de Salud Pública podría ingresar a 
una Intendencia frente a un caso grave. Hace poquitos días hicimos una denuncia ante el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social en contra de la Intendencia de Artigas. Hay lugares donde las condiciones de 
trabajo en lo que tiene que ver con la seguridad y la salud laboral son lamentables. Nosotros siempre decimos 
que si el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tuviera la cantidad de inspectores necesarios, varias 
intendencias tendrían que cerrar las puertas, porque siguen falleciendo compañeros y existiendo casos que 
son lamentables. En este país parece que algunos miran para el costado, cuando la realidad indica que hay 
que mirar directamente a los problemas que tienen los funcionarios municipales. 


Creemos firmemente que esto debe cambiar, más allá de que después puedan reclamar y no quieran discutir 
en los ámbitos que haya que discutir temas puntuales e importantísimos como salario, salud y seguridad 
laboral. De todas maneras, creo que podemos avanzar si la clase política de este país establece realmente que 
los municipales debemos estar en esta negociación colectiva, para mirar todos hacia adelante y construir un 
nuevo país, que es lo que queremos. Durante muchísimo tiempo nos han dejado fuera de todo y fueron 
pisoteados totalmente los derechos de los trabajadores municipales. 


Como decía el compañero, en lo que tiene que ver con el tema de las ocho horas, hay departamentos en los 
que se trabaja doce, dieciséis u ocho; no hay una reglamentación al respecto. Son cosas que han estado 
pasando hasta el día de hoy. Ojalá se pueda revertir esta situación. Vuelvo a decir que es importantísimo que 
participemos en esta negociación, que constituye un nuevo marco para los trabajadores municipales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que los colegas Diputados han sido muy claros. Tenemos toda la 
intención de apresurarnos en el debate. Además, venimos de una discusión que para nosotros no 
comienza en estos días, cuando nos llega la media sanción del proyecto de ley. 


En nombre de la Comisión vamos a hacerles entrega la documentación del Seminario de Negociación 
Colectiva que organizó el Parlamento especialmente esta Comisión, cuya Presidencia era ocupada por el 
señor Diputado Hackenbruch con la OIT, el PIT-CNT y con las Cámaras empresariales. [Allí se encontraba el 
doctor Pomatta, representando al PITCNT, y mucho de lo que hablamos se desprende de ese documento. 


Estamos convencidos de que para las organizaciones sociales es importante contar con la documentación, no 
solo informatizada sino también escrita, para consultarla a diario. Estos documentos han sido de enorme 
apoyo en momentos en que la Comisión debatió. 


Por lo tanto, entregamos copias de este documento al PIT-CNT, a la Federación de Municipales y a ADEOM 
para que puedan contar con este material cuando se discuta la negociación colectiva. 


Agradecemos la presencia de nuestros visitantes. 
(Se retiran de Sala representantes del PIT-CNT, de la Federación de Municipales y de ADEOM) 


(ngresan a Sala representantes del Poder Ejecutivo) 


La Comisión tiene el agrado de recibir al Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social, doctor Jorge 
Bruni; al doctor Héctor Zapirain, asesor; a la doctora Ana María Santestevan, Subdirectora de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, y al señor Eleazar de León, asesor de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


La Comisión comenzó a tratar el proyecto, que ya cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores, 
relativo a la negociación colectiva para el sector público. 


Es de estilo de la Comisión, antes de comenzar a discutir un proyecto, recibir a las partes involucradas. Como 
se habrá visto, recién se retiró una delegación de trabajadores del PIT-CNT, representantes de la Federación 
de Municipales y de ADEOM, quienes opinaron acerca del proyecto. En líneas generales, existe satisfacción 
por la presentación de este proyecto, que es el mismo espíritu que existe en los integrantes de la Comisión. 


Los trabajadores nos plantearon su preocupación por la posibilidad de que este proyecto no atienda a los 
trabajadores municipales. Para la Comisión es importante escuchar la opinión de los actores del Poder 
Ejecutivo. Con esto no estamos diciendo que no se explayen sobre el proyecto, que para nosotros sería 
importante, pero sí quisiéramos que nos abocáramos al punto que estábamos discutiendo y en el que hicieron 
hincapié los trabajadores. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Simplemente quisiera excusarme porque me tengo que retirar 
para participar en la reunión de coordinación interpartidaria. Leeremos atentamente la versión 
taquigráfica. 


No obstante, quiero decir que se trata de un proyecto que fue aprobado por unanimidad en el Senado y existe 
voluntad de sancionarlo con la mayor rapidez posible. 


Pido disculpas nuevamente porque tengo que retirarme. 


Muchas gracias. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- No vamos a referirnos a la 
totalidad del proyecto, sino a algunos puntos que pueden merecer algún análisis un tanto más detenido. 


Por otra parte, más allá de que no refleje totalmente el proyecto inicial enviado por el Poder Ejecutivo, nos 
apresuramos a expresar que compartimos en términos generales este proyecto, excepto un par de puntos 
vamos a mencionar para aclarar nuestra idea. Además, tengo entendido que los representantes de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil tienen algún otro planeamiento que realizar; yo voy a referirme expresamente al 
punto que nos preocupa más, que se refiere, como era dable esperar, a los Gobiernos departamentales. 


Cuando enviamos el proyecto inicial, teníamos el pleno convencimiento lo seguimos teniendo de que no se 
afectaban constitucionalmente las autonomías departamentales, en función de varios argumentos. En primer 
lugar, porque, en definitiva, lo que se establecía era una mesa de negociación en la cual las partes pondrían 
los contenidos. 


En segundo término, en este país el tema de las autonomías no está excluido de lo que ha sido una larga 
tradición doctrinal, que en algunos casos llegó a reflejarse en fallos judiciales. 


Hemos dicho en alguna comparecencia anterior que lo que importa es el trabajo en sí, sea quien fuere el 
empleador. Creemos que no hay limitaciones establecidas. | Si bien no me quiero extender en esto, hay 
múltiples antecedentes de documentos internacionales que no excluyen a los funcionarios públicos; al 
contrario, la evolución en el mundo moderno y en este tema ha llevado a que el hecho “trabajo” sea el 
sustancial y el hecho “empleador”, sea el Estado o una entidad privada, sea secundario, con las excepciones 
que algunas normas internacionales establecen. 


Por lo tanto, creemos, en primer lugar, que los trabajadores públicos están incluidos en el derecho a la 
negociación colectiva. Si bien es de aplaudir el hecho de que estemos al borde de la sanción de una ley, la 
admisión de ese derecho viene de mucho tiempo atrás, aun sin norma. Repito que por algo expresé minutos 
atrás que en algún fallo judicial esto ya había sido recogido. Obviamente, por algo enviamos este proyecto: 
porque nos parecía que de alguna manera contribuía a precisar o aclarar el panorama de futuro. Sin embargo, 
dejo claro que no solamente no están excluidos los trabajadores públicos de los documentos ratificados por 
nuestro país sino que además, de acuerdo con lo que es tradición o unanimidad en las posiciones, no se 
necesitaba ninguna sanción para que directamente se aplicaran las convenciones internacionales y las 
declaraciones; pero bienvenido sea este proyecto porque contribuye a aclarar. 


En segundo término no me voy a extender en esto tampoco hay cuatro o cinco documentos no me voy a 
referir a los argumentos que nos dan el derecho a sostener lo que estamos diciendo. Estamos hablando de 


documentos internacionales de organismos como la OTT. Esta organización, salvo alguna norma del 
Convenio N* 151 que establece posibilidades de excepciones para las Fuerzas Armadas y la Policía, no prevé 
otro tipo de limitaciones. Aun así, eso no debe interpretarse como limitación sino como una consecuencia de 
la naturaleza de la actividad que desarrollan esas instituciones en la vida real. 


Y si en algún aspecto es más contundente el hecho de la inclusión de los funcionarios públicos en la 
negociación colectiva es precisamente en el que estamos mencionando: en el derecho colectivo, aunque 
también en el derecho individual. Sin embargo, en el derecho colectivo esto es indudable por lo que decía 
momentos atrás y por la cantidad de fundamentos legales nacionales y de principios, como por ejemplo, el 
artículo 57 de la Constitución y varios documentos internacionales que me voy a limitar a enumerar: el Pacto 
Internacional de Derechos Humanos, Sociales y Culturales, el Protocolo sobre Derechos Humanos de El 
Salvador, la Declaración Socio-Laboral del MERCOSUR que es muy clara en ese sentido, los Convenios N* 
98, N* 151 y N? 154 y, por supuesto, la Declaración de Principios Fundamentales de la OIT de 1998, en la 
que se habla de los derechos fundamentales sin necesidad de ninguna ratificación para ser aplicados. En 
cuanto al tema por el que hemos sido convocados, hasta me atrevería a decir que esta Declaración de 
Derechos Fundamentales podría catalogarse de inútil, porque sostengo que los convenios y las declaraciones 
son aplicables de por sí, luego de que durante casi cuarenta o cincuenta años la doctrina y la práctica 
uruguaya los ha considerado así; pero si algo faltaba era precisamente esta Declaración de Derechos y 
Principios Fundamentales de la OIT que, sea ratificada o no, igual tiene que ser aplicada. Y repito: las 
excepciones a considerar son aquellas que ya mencioné, es decir, las del Convenio N* 151 relativas a las 
Fuerzas Armadas y la Policía, por la naturaleza de sus actividades; pero esto no significa el desconocimiento 
de su derecho de asociación ni de la libertad sindical. 


Este era el tema central y ponemos énfasis en lo siguiente. No queremos obstaculizar el tratamiento de un 
proyecto que, como ustedes bien saben, fue tomado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social como 
uno de los elementos fundamentales para proyectar en este año 2009 a fin de que sea sancionado. Pero 
tampoco queríamos dejar pasar un tema que es delicado porque esto lo puede desarrollar mejor el doctor 
Zapirain; inclusive lo hablábamos fuera de la reunión si pudiéramos pensar en algún momento que estamos 
hablando de una inconstitucionalidad en el tema de los Gobiernos Departamentales, ¿por qué no hablar de 
eso, entonces, con respecto al Poder Judicial, a la Corte Electoral, etcétera? No nos vamos a explayar en esto 
porque creo que los colegas de la Oficina Nacional del Servicio Civil tienen algo más para expresar. 


SEÑORA SANTESTEVAN.- En primer lugar, agradecemos a la Comisión que nos haya invitado. 


Nosotros integramos desde el año 2005 la delegación de negociación colectiva en el sector público y 
queríamos manifestar que celebramos la posibilidad de compartir con esta Comisión una oportunidad 
privilegiada como es la de aprobar un proyecto de ley como este, ya que por primera vez en el país tendremos 
una norma concreta que aclara algunos conceptos generales que, como bien decía el señor Subsecretario de 
Trabajo y Seguridad Social, ya teníamos consagrados en el ámbito de los convenios internacionales de 
trabajo y de la Declaración de la OIT de 1998, de la Constitución de la República y de la Declaración Socio- 
Laboral del MERCOSUR. 


Creo que el proyecto de ley tiene una enorme virtud en cuanto a que se trata de una norma absolutamente 
negociada entre los integrantes del Poder Ejecutivo y los trabajadores del sector público, tanto de la central 
de trabajadores del PIT-CNT como del ámbito específico más representativo de los trabajadores públicos. O 
sea que se trata de un proyecto de ley que, cuando el Poder Ejecutivo lo pone a consideración del Parlamento, 
es sobre la base de un texto negociado con los trabajadores. 


Apuntando a los aspectos que enriquecen el contenido de esta propuesta, creo que más allá de las 
definiciones generales contenidas en las normas internacionales, el proyecto avanza y enriquece la normativa 
nacional en tanto consagra expresamente y define la obligación de negociar de buena fe, el derecho a la 
información y a la formación para la negociación colectiva, pero lo más rico del proyecto es que consagra 
formalmente y en forma inequívoca la estructura del sistema de negociación, basado en niveles de 
negociación, estableciendo su articulación. Quiere decir que deja muy en claro cuáles son los ámbitos y los 
sujetos de negociación, todo en el marco de los convenios internacionales 151, 154, 87 y 98. 


En cuanto al motivo de la convocatoria, es decir, a los aspectos que pueden ser cuestionados u objeto de 
alguna crítica, tengo que manifestar que con respecto al ámbito de negociación el proyecto incluía en su 


artículo 8” que refiere al ámbito de aplicación subjetiva de este proyecto a los Gobiernos Departamentales. 
Tanto los trabajadores como los representantes del Poder Ejecutivo que negociamos este proyecto 
entendíamos que no había ningún impedimento constitucional como ya lo señaló quien hizo uso de la palabra 
anteriormente para que los Gobiernos Departamentales no estuvieran formando parte de su ámbito general de 
aplicación. La redacción del artículo 8” aprobada por la Cámara de Senadores termina en “(...) Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados”; el proyecto acordado incluía además a los Gobiernos 
Departamentales. Esto es así porque en principio no hay ningún funcionario del Estado como persona pública 
mayor que estuviera excluido del derecho a la negociación colectiva, y además porque entendemos que la 
autonomía de los Gobiernos Departamentales no exime de la obligación general, que es el derecho a la 
negociación de todos los trabajadores públicos. Sabemos que, en alguna medida, este derecho está 
contemplado en el artículo 16 del proyecto aprobado por la Cámara de Senadores, pero entendemos que esa 
redacción, en que se expresa “Los Gobiernos Departamentales incorporarán a su relacionamiento con los 
funcionarios instrumentos de negociación colectiva que, en lo pertinente, (...)”, podría merecer una mejora ya 
que no es en lo pertinente, sino que es un derecho absolutamente fundamental de todos los trabajadores. 


El segundo punto que queremos dejar asentado en esta Comisión, como también lo hicimos en la Comisión 
de la Cámara de Senadores, es con respecto al artículo 10 del proyecto aprobado, relativo a los niveles de 
negociación en el Poder Ejecutivo y en los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. El punto es que 
hace referencia a los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados del dominio industrial y comercial del 
Estado, tanto en el título del artículo como en su parte sustantiva. La redacción es la siguiente: “La 
negociación colectiva en el Poder Ejecutivo y en los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados del 
dominio industrial y comercial del Estado, funcionará en tres niveles:(...)”. La observación que podemos 
hacer al respecto, teniendo en cuenta el proyecto negociado con los trabajadores, es que si acotamos el 
proyecto a los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados del dominio industrial y comercial estaríamos 
dejando fuera algunos de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados tales como el INAU e, inclusive, 
la recientemente creada ASSE, cuando en realidad desde 2005 venimos negociando con esos actores. 
Entendemos que esa redacción sería restrictiva, por lo que proponemos quitar la referencia “del dominio 
industrial y comercial del Estado”. 


Esos son, en principio, los dos aspectos que queríamos señalar; no obstante, queremos reiterar la satisfacción 
que nos produce este proyecto a quienes intervinimos en todo este proceso. También quiero señalar que sin 
perjuicio de que esto aparece reflejado hoy en un proyecto que puede llegar a ser ley en nuestro país, se trata 
del sistema de negociación que venimos aplicando desde 2005 en base a la suscripción del acuerdo marco de 
ese mismo año. 


Muchas gracias. 
SEÑOR DE LEÓN.- Agradezco a la Comisión por invitarnos. 


Voy a ser extremadamente breve al exponer la opinión de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto de la 
Presidencia de la República con respecto a este proyecto de ley. 


Voy a agregar muy poco a lo ya dicho tanto por el señor Subsecretario como por la señora Subdirectora. 
Desde nuestro punto de vista, este proyecto implica un avance muy importante en cuanto a los mecanismos 
de relacionamiento entre los trabajadores y la Administración; implica un avance democrático muy 
importante, dado que legisla sobre la negociación colectiva y los derechos inherentes a ella. Nos parece, 
además, que colabora en forma sustantiva para poder llevar adelante un conjunto de transformaciones que, 
como todos compartimos, son indispensables en el sector público uruguayo y que siempre están en el orden 
del día; de alguna manera, este proyecto de ley lo incluye como materia de negociación, además de las que 
naturalmente se consideran parte de la negociación como, por ejemplo, la negociación salarial. A juicio de la 
OPP, esto es muy importante, porque nos permite seguir procesos de transformación del Estado que desde el 
punto de vista del Poder Ejecutivo no podrían desarrollarse sino a través de la negociación colectiva y la 
participación de los trabajadores del Estado. En ese sentido, nos parece que la norma recoge el acuerdo y, 
como decía la doctora Santestevan, la experiencia de negociación que se viene dando, lo que es muy bueno 
desde todo punto de vista. 


Finalmente, también queremos manifestar nuestra preocupación en el sentido de que nos parece que debería 
atenderse en una forma distinta a la planteada en el proyecto de ley aprobado por el Senado el ámbito de 


negociación para los trabajadores municipales. Desde el punto de vista legal los especialistas son muy claros 
en el sentido de que no se afecta la autonomía municipal pero, además, quisiera agregar que desde el punto 
de vista de la negociación y del relacionamiento es absolutamente fundamental para el desarrollo de un buen 
Gobierno a todos los niveles establecer mecanismos de negociación colectiva. Más allá del lugar o el ámbito 
en que se desempeñen, los trabajadores municipales son trabajadores públicos, en un Estado unitario y no 
federal como decíamos en la antesala que, por lo tanto, adquiere responsabilidades ante los organismos 
internacionales de negociación como Estado. Entendemos que es absolutamente imprescindible y que 
mejoraría en forma significativa la calidad democrática y el ejercicio de la gestión de Gobierno a todos los 
niveles la inclusión de los trabajadores municipales en los ámbitos de negociación. 


Sin duda, el Poder Ejecutivo y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto estaban de acuerdo con la redacción 
original del proyecto enviado al Parlamento, pero estamos de acuerdo con que tal vez es necesario algún 
mecanismo de negociación que implique modificación de esto, pero nos parece que este tema es 
absolutamente indispensable. Además, como también señalaban la doctora Santestevan y el doctor Bruni, 
entendemos que la redacción dada al artículo 16 por la vía de los hechos podría restringir lo que está 
planteado como un derecho y un avance significativo en este tema en la legislación uruguaya y en la realidad 
de las relaciones laborales en el Uruguay. Insisto en que efectivamente el trabajador municipal se siente un 
trabajador del Estado, más allá de que trabaje en el Municipio. No parece justo que trabajadores que son parte 
del sector público uruguayo tengan tales desniveles de derechos, simplemente porque un trabajador esté en 
una Intendencia Municipal, en un Ente Autónomo o en la Administración Central. La Oficina considera que 
este es un tema muy importante; sería muy bueno que el Parlamento lo atendiera. 


SEÑOR POZZI.- Quisiera redondear, porque se han dicho muchas cosas. 


Ya dijimos que nosotros tenemos el temperamento de incluir a los funcionarios municipales en la negociación 
colectiva. Ese sería un aspecto. 


Hay otro aspecto, que planteó la doctora Santestevan, que tiene que ver con que esto no quede restringido a 
las cuestiones industriales y comerciales del Estado. 


Otro aspecto tiene relación con que si agregara la negociación colectiva de los funcionarios municipales 
habría que quitar el artículo 16. 


No sé si hay alguna otra cosa de las que dijeron ustedes, por la que haya que modificar el proyecto de ley. 
Digo esto para redondear. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Voy a decir algo que no agrega 
ningún otro cuestionamiento; simplemente, podríamos tener algunos ajustes de redacción. Creemos 
que en algunos casos las modificaciones que se hicieron en el Senado podrían ser mejoradas, o que 
estaba mejor en el proyecto inicial. Pero en aras de no plantear problemas que no sean realmente de 
sustancia, no las vamos a mencionar. ¿Por qué digo esto? Para que quede claro cuál es el espíritu del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social: ir a la sustancia, que es un tema de principios, y no ir a los 
detalles, ya que aunque podría ser mejorado no agrega mucho a la redacción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De todas formas, nosotros ya habíamos detectado algunos de esos detalles. 
En el momento en que se tenga que hacer alguna modificación, la Comisión va a hacer las correcciones 
necesarias a los efectos de mejorar el proyecto. 


SEÑOR BENTANCOR.- A partir de las intervenciones que hicieron los invitados y repasando la 
redacción del proyecto, se hace referencia a grupos de trabajadores, cuando nosotros ya partimos de 
una máxima en todo esto: la igualdad ante la ley del conjunto de los trabajadores, por ser un derecho 
humano fundamental. Nosotros consideramos que esto atañe al universo de los trabajadores, por lo 
cual quiero decir a los referentes técnicos que nos visitan en el día de hoy que muchas veces se dice por 
ahí que lo que abunda no daña, pero cuidado que lo que abunda puede confundir. Si estamos de 
acuerdo en la máxima de que esto abarca al conjunto de los funcionarios públicos con atención a lo que 
refiere la OIT en algún convenio de limitación o de adecuación a las circunstancias especialísimas de 
una función, es decir, de alguna forma recortar ese grado de libertad que se da, es obvio que la mayor 


simplificación y la mejor ayuda que podamos hacer a este proyecto es, precisamente, manejarnos con 
universos más generales y no hablar taxativamente de los Entes Autónomos, de tal y de cual, porque 
como planteó la delegación anterior mañana puede venir la gente de la Corte Electoral o de la 
Suprema Corte de Justicia en base a autonomías que no están planteadas hoy, pero pueden estarlo 
mañana. Lo que debe quedar meridianamente claro es que la mayoría de quienes integramos esta 
Administración tenemos el criterio de que, cuando se está legislando lo hemos hecho en cada uno de los 
planos de las grandes normas que se han tomado en esta Administración, nunca debe haber 
diferenciación entre público y privado, y nunca la ha habido. 


Creemos, como se ha dicho acá, que no se agrede para nada la autonomía municipal ni ninguna otra. Aquí lo 
que se define no es la obligación de acordar, sino la obligación de negociar. Estas son ciertas reglas generales 
que venimos manejando desde hace ya varios años; son de moneda común, corriente, y aceptada. 


La consulta a los compañeros técnicos es sin que esto vaya más allá de la consulta, porque nos tendremos que 
poner a trabajar para hacer la formulación, ante nuestros colegas, de eventuales reformas sobre este proyecto 
si a fin de cuentas no sería más práctico el hecho de ir al núcleo duro que pretende esta disposición jurídica y 
no llenarla de la casuística de que “en tal sentido se hará tal cosa, tal otra, y se creará al mes y se hará esto”, 
cuando el espíritu de la ley es que esto sea para el conjunto de los trabajadores, sin excepción alguna, salvo 
las que surjan de convenios internacionales por la esencialidad, peligrosidad, riesgo, o lo que fuere, del orden 
jurídico definido por la OIT. 


SEÑOR ZAPIRAIN.- Siguiendo la misma línea de razonamiento y de reflexión del señor Diputado 
Bentancor, creo que tenemos que tener en cuenta dos o tres normas que son las indicativas. La 
Declaración de la OIT en el año 1998, sobre principios y derechos fundamentales relativos al trabajo, 
tiene la virtud no solo de compendiar un núcleo duro de derechos, en los cuales está, precisamente, el 
derecho a la negociación colectiva, sino que implica que los Estados miembros asumen un compromiso, 
más allá de que hayan ratificado o no los convenios que recogen esos derechos, de hacer respetar, de 
promover y de hacer realidad. Esta disposición es, si se quiere, fuerte en cuanto al compromiso que 
asumen allí los Estados, todos los Estados que son miembros de la OTT. 


En esa idea, el Estado uruguayo, que además ha ratificado los Convenios N* 98 y 151, específicamente 
referidos a la función pública, y el Convenio N* 154, asume un compromiso que es más fuerte que la mera 
ratificación; implica hacer realidad aquello. ¿Eso que implica? Que el Estado uruguayo debe adoptar medidas 
conducentes a crear los medios adecuados para que en el ámbito de la función pública haya el procedimiento 
de negociación colectiva. Allí no queda excluido ningún tipo de clase o de categoría de funcionario público. 
Partamos de la base de que en nuestro país existe un concepto muy amplio de funcionario público: los hay de 
carácter electivo, pero también hay funcionarios públicos que están en el marco de una relación laboral. 
Tanto el Convenio N* 151 como el Convenio N* 154 prevén que determinadas categorías pueden ser objeto 
de exclusión, que son aquellos funcionarios que se denominan de confianza, trabajadores que ocupan 
determinados cargos de alta responsabilidad, las Fuerzas Armadas o la Policía. Esas serían las excepciones. 
No importa si el trabajador público trabaja en una autonomía departamental o si trabaja en una autonomía 
funcional como en los entes autónomos porque todos quedan comprendidos. Por lo tanto, es materia 
regulable por el Estado. 


Creo que esta ley implica un importante avance en la legislación laboral uruguaya porque termina por 
consolidar toda una corriente que tendía a si se me permite la expresión asimilar el trabajador público con el 
privado y a que fuera objeto de la misma protección. Esta ley termina por consolidar esa corriente o ese 
pensamiento de la doctrina. Por consiguiente, primero, no veo fundamentos para que se excluyan a los 
trabajadores municipales. 


En segundo lugar, las objeciones que se hicieron en cuanto a que en algún momento podría plantearse la duda 
de que algunos trabajadores de ciertos entes pudieran quedar excluidos porque no aparecen mencionados 
expresamente aquí, en una interpretación acorde con esa normativa, no serían reales, aunque el texto fuera 
aprobado tal cual está. Esta es mi opinión. 


En el sentido de la reflexión del señor Diputado Bentancor, creo que esto debe interpretarse en un sentido 
amplio, acorde a las normas de rango superior, que integran lo que la doctrina denomina el bloque de 
constitucionalidad; no debemos olvidar que son parte misma de la Constitución. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Si no entendí mal, podría 
preguntarse por qué no se estableció un proyecto para todo el mundo, sin diferenciar público y 
privado. 


Quizás en un marco teórico yo podría coincidir con las explicaciones brindadas y por todo lo que dijimos: por 
las declaraciones, por el artículo 57 y porque ya hay una larga tradición. Podría coincidir en que quizás no 
hubiese habido problemas en hacer un solo proyecto. De cualquier manera, en el estado actual de las cosas, 
me parece que además hay un argumento de texto que está en el proyecto que envió el Poder Ejecutivo y que 
con sus modificaciones sancionó la Cámara de Senadores; me refiero al artículo 3%. Allí no se plantean dudas. 
Todos sabemos que cuando se “reconoce” algo en materia jurídica, es porque existe. No importa la cantidad 
de años; el hecho concreto es que se reconoce. 


Además, este artículo 3” reconoce lo que venía sucediendo desde hace algún tiempo por ser restrictivo en 
cuanto al período y también reconoce el derecho a todos los funcionarios públicos. Y son funcionarios 
públicos los municipales, los trabajadores del Poder Judicial, con sus estatutos especiales, los del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo, etcétera. Creo que este artículo está oscurecido o limitado por el artículo 16; 
por lo menos está debilitado, para no decir otra cosa. Pero si a cualquier tribunal o jurista se le pregunta cuál 
de los dos artículos tiene primacía, me inclinaría por el artículo 3” porque es el que establece el derecho 
general para todos los funcionarios. Por lo tanto, el artículo 16 debe someterse al artículo 3%. Por supuesto 
que en esto habrá dos o tres bibliotecas, pero debo decir que, fundamentalmente, el “reconócese” va en la 
misma línea de las preocupaciones planteadas oportunamente. 


SEÑORA SANTESTEVAN.- En este caso, podría plantearse si es necesario reglamentar un derecho 
humano fundamental que ya está reconocido por las máximas normas internacionales y nacionales 
como la Constitución de la República. No queremos reeditar en esta Comisión la discusión sobre si un 
país históricamente abstencionista en materia de derecho colectivo del trabajo debe tener o no normas 
más concretas de lo que ha sido la tradición en Uruguay. Creo que todos sabemos que si se sostenía 
cierta posición, alcanzaba con que estuviera consagrada al máximo nivel internacional y en nuestra 
Constitución, para que a nadie le cupiera la menor duda respecto al derecho de todos los trabajadores 
públicos y privados por un derecho humano fundamental como el de la negociación colectiva. 


¿Por qué un proyecto propio para los trabajadores públicos? Esto también se explica por el proceso histórico 
del país. Se planteó en el proceso de esta Administración la posibilidad de que fuera un único proyecto y las 
circunstancias nos fueron apoyando en cuanto a que era factible avanzar de manera negociada con el PIT- 
CNT y con lo trabajadores del sector público en un proyecto concreto. Pero, además ¿por qué una 
reglamentación específica para los públicos? Esto se fundamenta en las reiteradas observaciones que ha 
tenido el país por la Comisión de expertos en la aplicación de convenios y recomendaciones de la OIT. 
Reiteradamente estábamos sentados en el “banquillo de los acusados” entre comillas porque teníamos 
carencias normativas en materia de regulación o de negociación colectiva en el sector público. 


Creo que nadie duda en el país que todos tenemos ese derecho, tanto los públicos como los privados. Pero 
había claras señales de carencias en el país en cuanto a la negociación de los públicos, y eso está claramente 
explicitado en la exposición de motivos que acompaña este proyecto de ley. 


Frente a una consulta muy legítima del señor Diputado Bentancor en cuanto a por qué hay que prever estas 
mesas que desagregan, puesto que el derecho es uno solo y se distingue entre Poder Ejecutivo, los ámbitos 
descentralizados y las empresas públicas, debo decir lo siguiente. Creo que esto ya está claramente 
respondido en la exposición del doctor Bruni, quien dijo que el marco general está en el artículo 3%. Además, 
la gran riqueza de este proyecto de ley en materia de metodología es que obliga de manera clara y 
contundente a que los ámbitos de negociación sean los que se prevén en la norma. Por lo tanto, nadie puede 
quedar fuera. El mecanismo, la forma o los derechos consagrados en la norma quedan claramente 
establecidos, así como quienes son los representantes en cada instancia de negociación. 


Queremos reiterar la experiencia bien rica que tuvimos desde 2005 hasta ahora en cuanto a que esos ámbitos 
de negociación han funcionado de manera muy satisfactoria, por lo menos a mi criterio. 


No se trata de que los trabajadores municipales no tengan negociación colectiva; el tema es saber cuáles son 
los ámbitos para ordenar y organizar la negociación a fin de que responda a las observaciones u objeciones 


que recibió el país en torno a este tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay más preguntas para formular, les agradecemos los aportes que 
nos van a enriquecer bastante en los próximos días en que empezaremos a discutir el proyecto. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


